El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / POR ACCIDENTE DE TRÁNSITO / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / LA TIENE EL PASAJERO AUNQUE NO HAYA CONTRATADO DIRECTAMENTE EL TRANSPORTE / LA OBLIGACIÓN DEL TRANSPORTADOR ES DE RESULTADO / FUERZA MAYOR / CARGA PROBATORIA DE QUIEN LA ALEGUE / JURAMENTO ESTIMATORIO / COMO PRUEBA DEL VALOR DEL PERJUICIO / NO ACREDITA LA EXISTENCIA DEL MISMO / Y CARECE DE EFECTOS SI NO SE PRUEBA EL DAÑO.
… escogió bien el demandante la acción contractual para obtener la indemnización del daño que como pasajero sufrió en el accidente de tránsito a que se refieren los hechos de la demanda y por ende, sí está legitimado en la causa por activa, ya que además el contrato de transporte es eminentemente consensual y se perfecciona por el mero acuerdo de las partes de acuerdo con el artículo 981 del C. de Co, sin que se haya controvertido su existencia; solo se dijo que fue celebrado entre la empresa transportadora y un tercero. (…)
Aduce también el apoderado de los demandados que no intervino la conducta de quien dirigía el bus en la producción del daño, pues no desconoció normas de tránsito, ni presentaba el automotor fallas mecánicas. El accidente, dice, se originó por una causa extraña, concretamente la presencia de un reguero de aceite en la vía que provocó que aquel señor perdiera el control sobre la máquina y colisionara con una tracto mula.

Dice el artículo 982 del C Co que el transportador estará obligado, dentro del término por el modo de transporte y la clase de vehículos previstos en el contrato y, en defecto de estipulación, conforme a los horarios, itinerarios y demás normas contenidas en los reglamentos oficiales, en un término prudencial y por una vía razonablemente directa, en el transporte de personas, a conducirlas sanas y salvas al lugar de destino.

Esa obligación de resultado no fue atendida por la empresa transportadora, pues no es objeto de controversia que en la ejecución del contrato, el vehículo colisionó con una tracto mula y el demandante resultó lesionado. (…)
Cuando para exonerarse de responsabilidad se invoque el hecho de un tercero, la fuerza mayor o el caso fortuito, esa causa extraña debe quedar plenamente probada en el plenario para lograr aquel fin. (…)
Sin que sea del caso analizar si esos razonamientos constituyen una verdadera objeción al juramento estimatorio, es lo cierto que si el juzgado concluyó que no se habían demostrado los perjuicios reclamados por lucro cesante consolidado y futuro, la sola cuantificación hecha bajo juramento no prueba su existencia, así el demandado no la haya objetado, pues son diferentes el daño y su cuantía. Al respecto ha dicho la CSJ:

“Cabe añadir que, en ningún caso, es dable confundir el daño mismo y su comprobación, con la indemnización y la prueba de su quantum. 

“Acaecida la vulneración del derecho o del interés protegido de la víctima y acreditada la ocurrencia de tal quebranto, imperioso es reconocer la presencia del daño y, por ende, la satisfacción de este elemento estructural de la responsabilidad, independientemente de que igualmente aparezca o no demostrada su magnitud económica…”
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Mayo 10 de 2019, 2 pm
HECHOS: El 11 de abril de 2010, el demandante abordó el bus de placas WHT, afiliado a la empresa Transportes del Otún SAS, conducido por el señor José Alirio Seguro Salinas, con destino a Cali; durante el trayecto notaron que cada vez que frenaba, se atravesaba en la vía, es decir que la parte trasera giraba hacia al lado izquierdo; en la vía Andalucía – Cerritos, frenó y se deslizó hacia la izquierda, el conductor trató de girarlo a la derecha, pero nuevamente giró a la izquierda invadiendo el carril contrario por el que se desplazaba la tracto mula de placas SRN-665; en el hecho fallecieron ambos conductores y el actor resultó lesionado; el señor José Belzar Rodríguez Rico era el propietario del vehículo en el que se desplazaba el demandante; se describen las lesiones y perjuicios que sufrió.
PRETENSIONES: Declarar a los demandados civilmente responsables de los daños y perjuicios causados al demandante y se le condene a pagar por daño emergente $10.000.000 por cirugía plástica, $700.000 por 20 terapias y $1.730.000 por transporte; $50.000.000 por daño moral subjetivado; $80.000.000 por daño a la vida de relación; $15.473.600 por lucro cesante consolidado y $137.908.795 por lucro cesante futuro. 
RESPUESTA DEMANDA: Lo hizo el señor José Belzar Rodríguez Rico como representante de la entidad demandada y como persona natural, por medio de apoderado. Negó los hechos relativos a la responsabilidad que se les endilga; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó “la causa eficiente  del accidente fue el hecho de un tercero”, “no estar obligado a responder e indemnizar al demandante” y la genérica.

LLAMAMIENTO EN GARANTÍA: A QBE Seguros S.A. con fundamento en la póliza colectiva se seguros de responsabilidad civil contractual. Al dar respuesta al llamamiento propuso excepciones. (El tema no es asunto de recurso)
DENUNCIA DEL PLEITO: Lo hicieron al Instituto Nacional de Concesiones INCO, hoy Agencia Nacional de Infraestructura ANI, al Instituto Nacional de Vías INVIAS, al Departamento del Valle del Cauca y a la empresa Proyectos Infraestructura S.A. PISA. Adujeron que el accidente ocurrió por un reguero de aceite en la vía, el que dejó un vehículo que estuvo varado durante varias horas en el sitio en el que perdió el control el conductor del bus. A las dos primeras les adjudicaron responsabilidad por negligencia al no solucionar a tiempo las irregularidades en la vía, ni advertir a los usuarios sobre el riesgo, ni poner señales de alarma; a la tercera por estar a cargo de la vía y a la última porque fue la concesionada.
Todas se opusieron a la denuncia. (El tema no es objeto de apelación)

LLAMAMIENTO EN GARANTÍA: PISA S.A. llamó en garantía  Seguros Colpatria S.A., pero vencido el término de suspensión del proceso para obtener su vinculación, eso no se logró.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 16 de marzo de 2018. En ella se declararon no probadas las excepciones propuestas por los demandados y las defensas presentadas por la llamada en garantía Seguros QBE; se declaró probada la excepción de inexistencia de la obligación de indemnizar propuesta por la sociedad PISA SA y por tanto, la denunciada y la llamada en garantía no están obligadas a cubrir suma alguna; declaró civilmente responsables a los demandados y los condenó a pagar al demandante $6.523.333 por lucro cesante, en razón a los 380 días que duró su incapacidad, $40.000.000 por daños morales; $70.000.000 por daño a la vida de relación y se negaron las demás pretensiones; se negó la denuncia del pleito; se ordenó al demandante pagar $8.288.817 a favor del CSJ; se condenó en costas a los demandados, a favor de los actores, de INVIAS, de la sociedad PISA S.A. y de la Agencia Nacional de Infraestructura.
APELACIÓN: Inconformes con el fallo lo impugnaron los apoderados de las partes.

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpusieron los apoderados de las partes frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 16 de marzo de 2018, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que instauró el señor Jaime Pulgarín Henao contra Transportes Especiales de Otún y José Belzar Rodríguez Rico.

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación. Lo relacionado con la legitimación en la causa se analizará más adelante, pues constituye uno de los reparos al fallo, al considerar el apoderado de los demandados que de ella carece el demandante, para elevar las pretensiones por la vía de la responsabilidad civil contractual.
2. Se recuerda que las pretensiones principales de la demanda van dirigidas a obtener se declare civil y contractualmente responsables al señor José Belzar Rodríguez Rico y a la empresa Transportes Especiales del Otún SAS, de los perjuicios que sufrió el señor Jaime Pulgarín Henao, como consecuencia de un accidente de tránsito, mientras se trasladaba desde Pereira a la ciudad de Cali, en un vehículo de servicio público de propiedad del primero, afiliado a la segunda.

Además, que el juzgado declaró esa responsabilidad, pero no reconoció todos las indemnizaciones reclamadas, concretamente el lucro cesante consolidado y futuro, porque dejaron de acreditarse y por tal razón, sancionó al demandante con una multa por valor de $8.288.817.
3. De acuerdo con el inciso 1º del artículo 328 del CGP, la actividad de la Sala queda circunscrita a analizar los reparos formulados por cada parte frente a la sentencia, en lo que frente a ella mostraron inconformidad, sin que pueda resolverse sin límites, como lo autoriza esa disposición en el inciso 2º, porque aunque ambas partes la apelaron, no lo hicieron frente a todas las decisiones que ella contiene.
El demandante considera que han debido serle reconocidos los perjuicios que reclamó por lucro cesante y liberársele de la sanción que se le impuso en el fallo que se revisa. Los demandados estiman que el asunto ha debido ser tramitado por la vía de la responsabilidad civil extracontratual y por ende, negar las pretensiones que reclamaron con fundamento en una de naturaleza contractual; de no acogerse tal argumento, liberarlos de responsabilidad porque el accidente se produjo por una causa extraña.
4. Para efectos prácticos se analizarán en primer lugar los reparos formulados por los demandados, pues de prosperar, no habría indemnización alguna que reconocer y por ende, tampoco sería menester analizar los que planteó el actor.

4.1 Estima el apoderado que los representa que el demandante carece de legitimación para demandar con fundamento en una acción contractual porque ni directa, ni indirectamente celebró contrato de transporte con la empresa accionada, pues iba a una convención de la empresa Amway y aquella gestión la ejecutó el señor Jorge Mario Aguirre, quien se encargó de tramitar con la empresa la contratación del bus en el que se desplazaba. Así, considera que la demanda debió dirigirse contra el último citado y este a su vez, llamar en garantía o denunciar el pleito y concluye que ha debido escoger el actor la acción de responsabilidad civil extracontractual contra los demandados que representa.
La Sala debe empezar por decir que desde cuando se formuló la demanda, se dijo en el hecho primero, que el actor se desplazaba en un bus que había sido contratado para viajar a la ciudad de Cali, con el fin de recibir una capacitación en una convención regional de AMWAY Colombia; en el interrogatorio absuelto por el mismo señor, en desarrollo de la audiencia que para entonces regulaba el artículo 101 del CPC, dijo que el vehículo lo consiguieron varias personas. Es decir, no existe duda de que lo ocupaba con fundamento en un contrato que no celebró de manera personal con la empresa a la que se encontraba afiliado.

Sin embargo, esa circunstancia no impide desconocer la existencia del contrato de transporte que define el inciso 1º del artículo 981 del CCo, subrogado por el 1º del Decreto extraordinario 01 de 1990, así: “El transporte es un contrato por medio del cual una de las partes se obliga para con la otra, a cambio de un precio, a conducir de un lugar a otro, por determinado medio y en el plazo fijado, personas o cosas y entregar éstas al destinatario.”

Del contenido de tal disposición surge evidente que el contrato de transporte lo puede celebrar el pasajero con la empresa que a esa actividad se dedica, pero también un tercero para que lo conduzca de un lugar a otro, y por ende, el primero siempre deberá reclamar la responsabilidad por los daños que sufra en su ejecución por la vía contractual. Así lo ha dicho de vieja data la Corte Suprema de Justicia: 

“… la jurisprudencia tradicional de la Corte ha acogido la tesis clásica orientada por restringir o limitar la opción de responsabilidades, y, ajustada a este criterio por regla general ha rechazado de manera invariable la yuxtaposición de las dos formas mencionadas de responsabilidad, al paso que excepcionalmente y al mismo tiempo se ha mostrado siempre partidaria en otorgarle las dos acciones (contractual y extracontractual) en forma alternativa al heredero del perjudicado con la inejecución contractual, cuando éste recibe a su turno del mencionado comportamiento un perjuicio personal… 

2.2. Pues bien, este criterio ha sido recogido por la legislación mercantil cuando prescribe que en los contratos de transporte de personas el transportador se obliga para con otra persona (generalmente el mismo pasajero, pero bien puede ser un tercero) “a conducir a las personas ... sanas y salvas al lugar o sitio convenido” (C. Co., art. 982), cuyo incumplimiento genera una responsabilidad fundada en el contrato por (salvo las limitaciones y exoneraciones legales) “todos los daños que sobrevengan al pasajero desde el momento en que se haga cargo de este” (C. Co., art. 1003), que estando con vida, deba hacer efectiva el mismo contratante mediante acciones provenientes del contrato (C. Co., art. 993). Porque en este evento en que el daño no ocasiona la muerte del pasajero, tales prescripciones legales no contemplan expresa ni implícitamente (como sí ocurre para el caso contrario), que al lado de una responsabilidad contractual también surja o pueda surgir simultáneamente, en forma acumulativa o alternativa, una responsabilidad civil extracontractual entre las mismas partes de un contrato de transporte con fundamento en el mismo incumplimiento contractual…” (Sala de Casación Civil, sentencia del 19 de abril de 1993, MP. Dr. Pedro Lafont Pianetta).
En idéntico sentido y con fundamento en la sentencia que se acaba de leer, se pronunció posteriormente la misma Corporación en las del 26 de junio de 2003, con ponencia del Dr. José Fernando Ramírez Gómez, expediente C-5906  y del 15 de julio de 2010, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco, expediente 1100131030132005-00265-01. También, por vía de tutela en la sentencia STC082-2015 del 22 de enero de 2015, con ponencia del Dr. Ariel Salazar Ramírez.
De acuerdo con lo expuesto, escogió bien el demandante la acción contractual para obtener la indemnización del daño que como pasajero sufrió en el accidente de tránsito a que se refieren los hechos de la demanda y por ende, sí está legitimado en la causa por activa, ya que además el contrato de transporte es eminentemente consensual y se perfecciona por el mero acuerdo de las partes de acuerdo con el artículo 981 del C. de Co, sin que se haya controvertido su existencia; solo se dijo que fue celebrado entre la empresa transportadora y un tercero.
Sea esta la oportunidad entonces para decir que por pasiva también están legitimados los demandados, como lo concluyó el funcionario de primera sede.

Para la Sala no tiene acogida los planteamientos de los demandados, que consideran,  ha debido demandarse al tercero encargado de contratar el transporte de todos los pasajeros que se trasladaban a la ciudad de Cali el día del accidente, pues con él no se celebró ese convenio, ni fue el encargado de ejecutarlo.
No está por demás anotar que tampoco se comparte el argumento de los recurrentes en cuanto afirman que de haberse tramitado este proceso por la vía de la responsabilidad civil extracontractual, al demandante le correspondía demostrar la conducta culpable de los demandados, pues por sabido se tiene que la jurisprudencia de la CSJ, cuando se pretende reclamar la indemnización del perjuicio causado con fundamento en el artículo 2356 del CC, es decir en ejercicio de una actividad peligrosa, el demandante solo debe demostrar esa actividad, el daño y el nexo causal entre este y la conducta del agente; este, para liberarse de responsabilidad, debe acreditar que el hecho se produjo por una causa extraña.  Así por ejemplo, dijo en sentencia SC665-2019 del 7 de marzo de 2019, con ponencia del Dr. Octavio Augusto Tejeiro Duque: 
“Se resalta que en el proceso de responsabilidad extracontractual por daños ocasionados en el ejercicio de actividades peligrosas, la víctima sólo está obligada a probar el daño y la relación de causalidad, mientras que al autor no le basta probar diligencia o cuidado, ni ausencia de culpa -dado que esta se presume-, sino que debe acreditar plenamente la presencia de un elemento extraño como causa exclusiva del daño, esto es, fuerza mayor o caso fortuito, culpa de la víctima o intervención de un tercero”. 

4.2 Aduce también el apoderado de los demandados que no intervino la conducta de quien dirigía el bus en la producción del daño, pues no desconoció normas de tránsito, ni presentaba el automotor fallas mecánicas. El accidente, dice, se originó por una causa extraña, concretamente la presencia de un reguero de aceite en la vía que provocó que aquel señor perdiera el control sobre la máquina y colisionara con una tracto mula.

Dice el artículo 982 del C Co que el transportador estará obligado, dentro del término por el modo de transporte y la clase de vehículos previstos en el contrato y, en defecto de estipulación, conforme a los horarios, itinerarios y demás normas contenidas en los reglamentos oficiales, en un término prudencial y por una vía razonablemente directa, en el transporte de personas, a conducirlas sanas y salvas al lugar de destino.

Esa obligación de resultado no fue atendida por la empresa transportadora, pues no es objeto de controversia que en la ejecución del contrato, el vehículo colisionó con una tracto mula y el demandante resultó lesionado.

Ante el incumplimiento de su principal deber, no puede liberarse de responsabilidad alegando que actuó con diligencia y cuidado; la única forma en que puede eximirse de ella, es demostrando la existencia de una causa extraña. Así lo entiende la jurisprudencia de la CSJ:

“El artículo 982, numeral 2º del Código de Comercio, modificado por el artículo 2º del decreto 01 de 1990, impone al transportador, en el “transporte de personas”, la obligación de “conducirlas sanas y salvas al lugar de destino”, lo que comporta también, según el artículo 1003, ibídem, la obligación de responder de “todos los daños que sobrevengan al pasajero desde el momento en que se haga cargo de éste”.
Es lo que la doctrina ha denominado “obligación de seguridad”, en consideración a que el contrato de transporte origina obligaciones de resultado. Esto implica que en caso de incumplimiento, al pasajero le basta afirmarlo, sin que tenga que probar la culpa del transportador, pues ésta se presume. Como se explicó en la sentencia citada, tratándose de “responsabilidad contractual que implique al propio tiempo el ejercicio de actividad peligrosa, la exoneración de la carga de probar la culpa depende no de la presunción prevista en el artículo 2356 del C. C., sino de que la obligación allí asumida sea de resultado, tal como lo dispone el artículo 1604 ibídem”. (Sala de Casación Civil, sentencia del 26 de junio de 2003, expediente C-5906. MP. José Fernando Ramírez Gómez).

De esa manera las cosas, no es del caso analizar argumentos como los plasmados por el apoderado de los demandados, en cuanto aduce que no se demostró que la conducta de quien manejaba el bus fue contraria a las normas de tránsito, ni que presentara fallas en  los frenos,  pues que hubiese respetado las primeras y que el vehículo estuviese en buenas condiciones mecánicas, tampoco liberarían de responsabilidad a los accionados, en razón a que como ya se dijo, su obligación es de resultado y aquello solo procede de acreditarse que el hecho ocurrió por una causa extraña que rompe el nexo causal.
4.3 Y en efecto, ese es el argumento sobre el que edificaron su defensa y una de las excepciones propuestas, al decir que en la vía por la que se desplazaba el conductor del bus, hubo una reparación a un carro que estuvo varado por varias horas en el lugar y que al llegar, según el croquis lo indica, la vía era plana, recta y no había circunstancia para que perdiera el control del vehículo. También dijo que el cuerpo de bomberos del municipio de Zarzal, certificó dentro del proceso penal, que hicieron un lavado de la vía en el costado por el cual transitaba el bus; en la inspección judicial que hizo la Fiscalía General de la Nación a ese automotor, se indicó la presencia de manchas de aceite en las llantas delanteras, lo que indica que el bus llegó a un punto donde había un aceite regado, patinó y el conductor perdió el control, sin que se pueda decir que esa sustancia sea la misma que había en el sitio de la colisión.

Las pruebas a que alude el apoderado de los accionados, no demuestran la existencia de una causa extraña que los exonere de responsabilidad.
En efecto, el informe policial de accidentes de tránsito que obra a folios 89 a 92 del cuaderno No. 5, no da cuenta de la existencia de elemento extraño en la carretera que hubiese podido ser causa del accidente y por el contrario, como lo aduce el apoderado de los demandados, aquella se describe como plana y recta, pero que así fueran las cosas, no significa ausencia de motivo para que se produjera la colisión y asumir que lo fue por una causa extraña.
Al proceso se incorporó comunicación suscrita por el comandante del Cuerpo de Bomberos de Zarzal, Valle, en el que se expresa que en relación con el tema del cisco y la lavada de la calzada, “fue solicitado por quien iba al mando de la maniobra, seguramente por derramamiento de aceites combustibles en la calzada y poder hacer limpieza de la misma”. A ese escrito se anexaron los soportes sobre el reporte del accidente y de la minuta de guardia (F 10 a 16, C. 6).
De tales documentos no es posible inferir que el aceite que fue objeto de limpieza por el Cuerpo de Bomberos del referido municipio, haya estado derramado de manera previa en la vía por la que se desplazaba el bus en el que como pasajero viajaba el demandante y menos, que fue esa la causa del accidente, pues de hechos como esos no da cuenta esa prueba.

Dentro de las copias del proceso penal que se adelantó con motivo del accidente y que fueron puestas en conocimiento de las partes por auto del 4 de febrero de 2015 (F. 503, C 5), obra un dictamen pericial practicado al bus que ocupaba el demandante, en el que entre otras cosas concluyó el experto que las llantas delanteras están impregnadas de aceite para motor de vehículos y que el inspeccionado tiene el motor en la parte trasera, la que no presenta fugas de aceite ni combustible. (F 184 a 192, C 5).

Tal documento tampoco resulta idóneo para demostrar que la causa del accidente haya sido el hecho invocado por los demandados, pues solo señaló el experto que las llantas delanteras del bus estaban impregnadas de aceite, mas no que por tal hecho, aquel se haya causado.

Cuando para exonerarse de responsabilidad se invoque el hecho de un tercero, la fuerza mayor o el caso fortuito, esa causa extraña debe quedar plenamente probada en el plenario para lograr aquel fin. Así lo ha enseñado la jurisprudencia de la CSJ:


“…el artículo 64 del Código Civil considera como « (…) fuerza mayor  o caso fortuito el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc.»…
En  relación  con  los  aludidos  componentes  de  la   causa   extraña, eximentes de responsabilidad, la Sala, en fallo CSJ SC 24 jun. 2009, rad.1999-01098-01, precisó:

«Justamente por la naturaleza extraordinaria del hecho imprevisible e irresistible, su calificación por el juzgador como hipótesis de vis maior, presupone una actividad exógena, extraña o ajena a la de la persona a quien se imputa el daño o a su conducta, o sea, ‘no puede concurrir con la culpa del demandado que haya tenido un rol preponderante en la causación del daño (…), pues su estructura nocional refiere a las cosas que sin dolo ni culpa inciden en el suceso (quæ sine dolo et culpa eius accidunt ) y a las que aún previstas no pueden resistirse (quæ fortuitis casibus accidunt, quum prævideri non potuerant), lo cual exige la ausencia de culpa (quæ sine culpa accidunt) y, también, como precisó la Corte, es menester la exterioridad o ajenidad del acontecimiento, en cuanto extraño o por fuera de control del círculo del riesgo inherente a la esfera, actividad o conducta concreta del sujeto, apreciándose en cada caso particular por el juzgador de manera relacional, y no apriorística  ni  mecánica,  según  el  específico  marco  de circunstancias y las probanzas (…).
Por consiguiente, la falta de diligencia o cuidado, la negligencia, desidia, imprudencia e inobservancia de los patrones o estándares objetivos de comportamiento exigibles según la situación, posición, profesión, actividad u oficio del sujeto, comporta un escollo insalvable para estructurar la fuerza mayor  cuando, por supuesto, su incidencia causal sea determinante del evento dañoso, porque en esta  hipótesis,  el hecho obedece a  la  conducta  de  parte  y  no  a  un  acontecer   con las características estructurales de la vis mayor.»
2.2.2. La modalidad exonerativa consistente en el hecho de un tercero se estructura cuando el daño cuyo resarcimiento se pretende no puede ser jurídicamente imputable al demandado, sino a alguien diferente, carente del ligamen con él y causante directo del menoscabo.
Siendo ello así, para que el demandado pueda liberarse de responsabilidad deberá acreditar que el hecho del tercero fue el único factor determinante del daño y que su aparición se produjo, como en toda causa extraña, en circunstancias imprevisibles e irresistibles, inclusive, para el reclamante de la indemnización y, en definitiva, que por esa circunstancia se halla ausente el nexo de causalidad. Si el hecho del tercero puede ser prevenido o resistido por el convocado, éste deberá sufrir los efectos de la imputación que le asiste...”. Sentencia SC1230-2018 del 25 de abril de 2018, MP. Luis Alonso Rico Puerta.

De esa manera las cosas, considera la Sala que además de que con los medios probatorios a que aluden los demandados no se probó que el accidente hubiese ocurrido por el derrame de aceite sobre la vía, este hecho tampoco puede considerarse constitutivo de caso fortuito o fuerza mayor o que permita adjudicar la responsabilidad en forma exclusiva a un tercero, pues circunstancia como esa ha debido ser prevista por el propietario del vehículo y la empresa a la que se encuentra afiliado, dedicada a explotar la actividad económica del transporte como forma de garantizar a sus pasajeros la seguridad de viajar en el automotor. 

Así las cosas, se infiere que el demandado no cumplió la carga que le impone el artículo 167 del Código General del Proceso, pues no demostró que el accidente ocurrió por un causa extraña que rompiera el nexo causal. Por tanto, la excepción que al efecto propuso, no estaba llamada  a prosperar.

4.4 Dijo también el apoderado de los accionados que no estaba de acuerdo con la valoración probatoria que hizo el juzgado respecto de la información que remitió PISA Proyectos de Infraestructura S.A., porque la bitácora es manejada por quien le denunció el pleito. En ese documento se indica que en el reporte de operaciones que llevan para registrar incidentes, acontecimientos y servicios prestados a lo largo de la doble calzada Buga – Tuluá – La Paila – La Victoria, del 11 de abril de 2010, no hubo ningún carro varado en el lugar donde acaeció el accidente a que se refieren los hechos de la demanda.  (Folio 3, C 7) 

Parece deducirse de las afirmaciones del profesional que representa a los demandados que es falso el contenido de ese documento. Sin embargo, puesto en conocimiento de las partes, por auto del 3 de septiembre de 2014 (Folio 7, C 7), ninguna lo tachó. De otro lado, tampoco se probó que fuera quien denunció el pleito a la entidad que expidió el documento, la responsable de elaborar la información. Por tanto, nada contrario a lo que en él se expresa, podía deducir el juzgado de su análisis.
4.5 Se concluye de lo expuesto que por las razones que adujo el apoderado de los demandados, la providencia que se revisa no será revocada.
5. Se analizarán ahora los argumentos a que acudió la parte actora  para obtener la revocatoria de las decisiones del juzgado que le causan inconformidad.

5.1 Una de ellas, es la que se abstuvo de imponer las condenas por lucro cesante consolidado y futuro que solicitó. 
En el escrito por medio del cual se dio inicio a la acción, esas condenas se fundamentaron en la circunstancia de haber perdido la víctima en más del 50% su capacidad para laborar y con fundamento en el salario que por $400.000 devengaba de manera mensual.
El juzgado en efecto negó tales pretensiones y concretamente se dijo en la sentencia: “Con la demanda se aportó copia informal de la pérdida de capacidad laboral, la que no tiene mérito probatorio bajo los reglamentos de los artículos 252 y 254 del CPC”.

Al sustentar el reparo frente a la decisión que le causa inconformidad, el apoderado que representa al accionante nada dijo al respecto; es decir, no criticó lo relacionado con el valor probatorio que hizo el juzgado al documento que contiene la calificación sobre la pérdida de la capacidad laboral del citado señor y que expidió la Junta de Invalidez de Risaralda. 
Se recuerda que al respecto afirmó ese profesional que la funcionaria de primera instancia le negó “lo del valor solicitado por concepto de lucro cesante consolidado y futuro, argumentando de que yo no había demostrado, dando a entender que era necesario nombrar un perito para que lo hubiera calculado y demostrado”; luego se dedicó a señalar las razones por las que estima que no era menester nombrar un experto, dentro de las que incluye el hecho de haber aportado el formulario del dictamen para la calificación de la pérdida de capacidad laboral y determinación de invalidez junto con la ponencia para la calificación, estructuración y definición de la contingencia expedida por la Junta Calificadora de Invalidez de Risaralda, que muestra una incapacidad de 50.35%.

La funcionaria de primera sede absolutamente nada mencionó en relación con la necesidad de un dictamen pericial para establecer el lucro cesante que se abstuvo de reconocer y tampoco lo dio a entender. De manera expresa dijo que se abstenía de reconocer su valor por carecer de mérito probatorio el documento que se aportó para demostrar la incapacidad de la víctima, de acuerdo con los artículos 252 y 254 del CPC.

En esas condiciones, vedado está para la Sala pronunciarse sobre el razonamiento que llevó al juzgado de primer grado a negar el reconocimiento del lucro cesante con fundamento en la falta de capacidad para trabajar en el demandante, superior al 50%.
En efecto, dice el artículo 320 del CGP: “El recurso de apelación tiene por objeto que el superior examine la cuestión decidida, únicamente en relación con los reparos concretos formulados por el apelante, para que el superior revoque o reforme la decisión” y el 328 de la misma obra, dice en el inciso 1º: “El juez de segunda instancia deberá pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos por el apelante, sin perjuicio de las decisiones que deba adoptar de oficio, en los casos previstos por la ley”.

Es lo que se conoce como pretensión impugnaticia que ordena al funcionario de segunda instancia pronunciarse exclusivamente sobre aquellos aspectos puntuales que planteó el recurrente como reparos y que para hacer referencia al caso concreto, impide a la Sala establecer si fue acertada o no la valoración probatoria que hizo el juzgado respecto de la prueba aportada para demostrar que el actor quedó incapacitado para laborar, pues fue calificado con una pérdida para hacerlo, superior al 50%.
Sobre el tema ha dicho la doctrina:

“... Desde esta nueva perspectiva la apelación es un medio de impugnación que persigue provocar un examen de la decisión pronunciada en primera instancia, limitado a los cuestionamientos precisos que contra ella formule el litigante. En consecuencia, el juez de segunda instancia no está llamado a ejercer un control de juridicidad pleno sobre la decisión impugnada para revocar o modificar la decisión con sustento en razones distintas a las alegadas por el apelante”. (Tomado del Código General del Proceso, comentado por Miguel Enrique Rojas Gómez, segunda edición, 2013, al analizar el artículo 328).

De esa manera las cosas, como el impugnante no formuló reparo alguno frente a la valoración probatoria que hizo el juzgado a la prueba aportada para demostrar la pérdida de la capacidad laboral del demandante, sobre la que además se edificó la negativa en reconocer los perjuicios de que se trata, ha de mantenerse la decisión respectiva, pues aunque el recurrente expresó que uno de los testigos dijo que ya no le daban trabajo por su situación, no señaló cuál deponente lanzó esa afirmación, que tampoco se considera prueba idónea para demostrar la incapacidad para laborar.
En consecuencia, como se mantiene incólume el fundamento de la decisión de que se trata, al margen de que se comparta o no la apreciación que de la prueba hizo el juzgado, pues no fue objeto de alzada, se confirmará.

5.2 Alegó también el profesional que representa al demandante que de acuerdo con el artículo 206 del CGP, quien pretenda el reconocimiento de una indemnización deberá estimarla razonablemente bajo juramento en la demanda y que dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cantidad no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo; también expresó que al hacer el juramento estimatorio, tasó el lucro cesante consolidado en $15.473.600 y el futuro en  $137.908.975, sin que la parte demandante lo hubiese objetado.
Lo primero que advierte la Sala es que para la fecha en que se formuló la demanda, el 4 de septiembre de 2012, no estaba vigente el CGP, aunque si la ley 1395 de 2010 que en el artículo 10 modificó el 211 del CPC y estableció:
”Juramento estimatorio. Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento en la demanda o petición correspondiente. Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. El juez, de oficio, podrá ordenar la regulación cuando considere que la estimación es notoriamente injusta o sospeche fraude o colusión.

Si la cantidad estimada excediere del treinta por ciento (30%) de la que resulte en la regulación, se condenará a quien la hizo a pagar a la otra parte una suma equivalente al diez por ciento (10%) de la diferencia.”

Además, el apoderado de los demandados, en el escrito por medio del cual dio respuesta a la demanda bajo el título “sobre la Estimación Juratoria”, se pronunció en relación con el lucro cesante consolidado para decir que no incluye una liquidación técnica, y en cuanto a la calificación de la pérdida de la capacidad laboral arrimada con la demanda, en el mismo acápite, solicitó se practicara una nueva porque no se realizó de acuerdo con el procedimiento legal.

Sin que sea del caso analizar si esos razonamientos constituyen una verdadera objeción al juramento estimatorio, es lo cierto que si el juzgado concluyó que no se habían demostrado los perjuicios reclamados por lucro cesante consolidado y futuro, la sola cuantificación hecha bajo juramento no prueba su existencia, así el demandado no la haya objetado, pues son diferentes el daño y su cuantía. Al respecto ha dicho la CSJ:
“Cabe añadir que, en ningún caso, es dable confundir el daño mismo y su comprobación, con la indemnización y la prueba de su quantum. 

Acaecida la vulneración del derecho o del interés protegido de la víctima y acreditada la ocurrencia de tal quebranto, imperioso es reconocer la presencia del daño y, por ende, la satisfacción de este elemento estructural de la responsabilidad, independientemente de que igualmente aparezca o no demostrada su magnitud económica…” (Sala de Casación Civil, sentencia SC16690-2016 del 17 de noviembre de 2016, MP. Álvaro Fernando García Restrepo).

De esa manera las cosas, si el juzgado encontró no acreditada la existencia del daño, no era menester tratar lo relacionado con su cuantificación, ni siquiera para imponer la  que consagra en la actualidad el parágrafo del artículo 206 del CGP, en razón a que para cuando se hizo el juramento estimatorio estaba vigente el artículo 211 del CPC, modificado por el 10 de la ley 1395 de 2010 que no incluía esa pena.

La decisión respectiva será revocada aunque no se fundamentó en esa razón, porque se trata de asunto que resolvió de manera oficiosa el juzgado y por ende, puede hacerlo esta Sala de acuerdo con el inciso 1º del artículo 328 del CGP.
6. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el fallo que se revisa, sin que haya lugar a imponer condena en costas porque ambas partes impugnaron el fallo y ninguno de los recursos prosperó.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 16 de marzo de 2018, en el proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que instauró el señor Jaime Pulgarín Henao contra Transportes Especiales de Otún y José Belzar Rodríguez Rico. Además, se revoca la sanción que se había impuesto a la parte demandante, relacionada con el juramento estimatorio.
SEGUNDO: Sin costas en esta sede.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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